LA CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN
(indicar Comunidad Autónoma ………..)

D./D _______________, con DNI número _____________ Con domicilio a efecto de notificaciones en ____________, comparezco y como mejor proceda en derecho, 
DIGO:
[bookmark: _Hlk20129278][bookmark: _GoBack]Que, al amparo de lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, vengo a solicitar el inicio del PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR correspondiente para los siguientes

HECHOS

PRIMERO.- Que el pasado ___________ de 2020 en el instituto ________, solicité que se pidiera mi consentimiento expreso para que mi hijo asistiera a las charlas en cuestiones socialmente controvertidas, como son las relativas a educación afectivo-sexual, la “identidad y expresión de género”, la “diversidad sexual y afectiva”, los “diferentes modelos de familia”, etc. 

SEGUNDO.- Que dicha solicitud de consentimiento ha sido rechazada o no atendida, conculcándose mi derecho a educar a mi hijo según mis propias convicciones. Pudiendo dársele en el futuro charlas en las que se viertan ideas que atañen a la moral individual de la persona y forman parte de su ámbito más íntimo y reservado.

TERCERO.- Que después de dejar constancia de mi solicitud de forma escrita y dejando pasar un plazo de tiempo razonable, decido emprender la presente denuncia pública.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Que la Constitución española en su artículo 27.3 establece que  los pode-res públicos deben garantizar el derecho de los padres a que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. Además, el artículo 16.1 de la carta magna establece el derecho a la libertad ideológica, religiosa y de culto; mientras que el artículo 39.3 establece el deber de los padres de prestar asistencia en todo a sus hijos.

SEGUNDO.- El Tribunal Supremo en su sentencia de fecha 11 de febrero de 2009, ha establecido como doctrina que el deber jurídico de cursar las asignaturas de Educación para la Ciudadanía "no autoriza a la Administración educativa -‐ni tampoco a los centros docentes, ni a los concretos profesores a imponer o inculcar, ni siquiera de manera indirecta, puntos de vista determinados sobre cuestiones morales que en la sociedad española son controvertidas”. Igualmente, destacan dichas sentencias que el hecho de que existan asignaturas obligatorias “no deben ser pretexto para tratar de persuadir a los alumnos sobre ideas y doctrinas que independientemente de que estén mejor o peor argumentadas reflejan tomas de posición sobre problemas sobre los que no existe un generalizado consenso moral en la sociedad española”.

TERCERO.- En el ámbito europeo el Protocolo Adicional primero al Convenio Euro-peo de 1950 para la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales de 20 de marzo de 1952, establece en su artículo segundo que «A nadie se le puede negar el derecho a la instrucción. El Estado, en el ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y la enseñanza, respetará el derecho de los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas».
El artículo 2 del Protocolo 1 no distingue entre enseñanza religiosa y las otras disciplinas. Es por ello que el conjunto del programa de enseñanza pública prescrita por el Esta-do debe respetar las convicciones tanto religiosas como filosóficas de los padres  (Sentencia TEDH Folgero contra Noruega). 
La expresión utilizada por la segunda parte del artículo segundo del Protocolo nº 1 ha sido interpretada reiteradamente por el Tribunal de Estrasburgo como generadora de una obligación para el Estado que no se limita solamente a reconocer o a tomar en consideración, sino que el verbo utilizado por el texto "respetará" genera para el Estado una obligación de carácter positivo y ordena al Estado a "respetar las convicciones de los padres tanto religiosas como filosóficas en el conjunto del programa de la enseñanza pública", es decir, al regular "el contenido de la enseñanza y la manera de dispensarla, pero también en el ejercicio del conjunto de las funciones que asume el Estado" (STEDH Campbell contra el Reino Unido).
Dispone además el TEDH en su sentencia en el asunto Folgero contra Noruega que atendiendo a las funciones asumidas por el estado en materia de educación y enseñanza, debe velar para que las informaciones o conocimientos que figuren en el programa sean difundidos de manera objetiva, crítica y pluralista, prohibiendo que tengan el fin de adoctrinar y que pueda ser considerado como no respetuoso para las convicciones filosóficas y religiosas de los padres.





POR TODO LO CUAL,

SOLICITO LA SANCIÓN, previa instrucción del oportuno expediente, de dicha in-fracción administrativa, al incumplirse los derechos anteriormente citados. Asimismo, SOLICITO que los padres de los centros públicos de la Comunidad Autónoma de…………… sean informados y presten su consentimiento antes de futuras charlas de este tipo. 


Por ser justicia que pido en …………, a …………. de 2020.





Fdo: ………………. (DNI)
 


